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Ponencia del Dr. Luis Riofrío Terán

Acción Constitucional de Protección No. 1323-2011-R

RELACIÓN: En esta fecha y ante los señores Jueces de la Primera Sala de lo Laboral, Niñez y
Adolescencia de la Corte Provincial de Justicia del Guayas: DR. EFRAÍN DUQUE RUIZ, DR.
LUIS RIOFRÍO TERÁN Y DR. FRANCISCO MORALES GARCÉS, la Ab. Martha Troya de
Velasco, Secretaria Relatora de la Sala con cambio administrativo conforme acción de personal
No. 248 de fecha 10-03-03, se hizo la relación de la presente causa, lo que certifica.- Guayaquil,
26 de diciembre del 2011.-.
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Guayaquil, 26 de diciembre del 2011; las 14hl3.-

VISTOS: La presente acción constitucional de protección, originalmente No. 01-2011, iniciada

en el Juzgado Segundo de Garantías Penales de Galápagos por KARINA BELÉN

RODRÍGUEZ CEDEÑO en contradel PARQUE NACIONAL GALÁPAGOS, en la persona

del Biólogo Edwin Naula Gómez, ha subido a esta instancia por el recurso de apelación

interpuesto por la accionante, del auto de inadmisión dictado por el Juez inferior. Radicada la

competencia en esta Sala, para resolver se considera: PRIMERO: El proceso es válido por

haberse tramitado conforme a las disposiciones del Art. 86 de la Constitución de la República,

concordante con lo dispuesto en los Arts. 8 y siguientes y Art. 24 de la Ley Orgánica de

Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. SEGUNDO: En su pretensión la

proponente de la acción afirma que impugna el Memorando suscrito por el accionado mediante

el cual se da por terminado su contrato de trabajo, exponiendo además las condiciones y

circunstancias propias de su relación de trabajo con la entidad accionada y la forma de

terminación de la misma, y adjuntando a su pretensión la copia certificada del contrato de

servicios ocasionales suscrito con la entidad accionada. TERCERO: El Art. 88 de la

Constitución de la República señala claramente que "La acción de protección tendrá por objeto el

amparo directo y eficaz de los derechos reconocidos en la Constitución, y podrá interponerse

cuando exista una vulneración de derechos constitucionales, por actos u omisiones de cualquier
/

autoridad pública no judicial; contra políticas públicas cuando supongan la privación del goce o

ejercicio de los derechos constitucionales; y cuando la violación proceda de una persona

patticiiar, si la violación del derecho provoca daño grave, si presta servicios públicos impropios,

si actúa por delegación o concesión, o si la persona afectada se encuentra en estado de

sub/rdinacitín, indefensión o discriminación", lo que implica que el proponente de la acción de
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protección debe justificar la existencia de la vulneración del derecho constitucional protegido y,

en este caso particular, la existencia del acto u omisión de la autoridad pública no judicial que

vulnera el referido derecho cuya protección se reclama. CUARTO: De la revisión del expediente

se considera: a) Los numerales 4 y 5 del Art. 11 de la Constitución de la República expresamente

ordenan que ninguna norma jurídica podrá restringir el contenido de los derechos ni de las

garantías constitucionales y que en esta materia los servidores públicos, administrativos o

judiciales deberán aplicar la norma e interpretación que mas favorezca a su efectiva vigencia; b)

De autos aparecen anexados a esta instancia, por la accionante en la audiencia solicitada en este

nivel y realizada conforme a la razón actuarial que de fs. 6 vta., las copias certificadas de varios

contratos de trabajo suscritos entre la actora y la entidad accionada, además de las renovaciones

consecutivas de dichos contratos, que datan desde el año 2007 al año 2011, notándose por medio

de dichos contratos que la actora prestaba sus servicios dentro de la entidad accionada, con el

carácter de sucesivos y siempre dentro de la misma función o labor en la entidad; c) La

Constitución de la República garantiza a los servidores públicos, en relación a su empleo, el

derecho a la estabilidad y al trabajo que, a más de un derecho y un deber social, como lo refiere el

Art. 33 de la Constitución de la República, constituye una fuente de realización, considerándose

inconstitucional y vulneratorio de los derechos de la actora el condicionamiento del derecho a la

estabilidad laboral dentro de la entidad accionada, producto de la sucesiva firma de contratos

ocasionales que constituyen a su vez una forma de precarización de la relación de trabajo; d) La

separación del puesto de trabajo de la accionante, realizado por la entidad accionada, vulnera el

derecho constitucional de la actora al trabajo, por cuanto disminuye, menoscaba y anula

injustamente el mismo y la estabilidad laboral que la accionante tenía y de la cual gozaba al

amparo de las normas constitucionales contenidas en los Arts. 33, 325 y 326 de la Constitución

de la República, por cuanto la misma gozaba de la estabilidad laboral por las funciones que

desempeñaba y por la suscripción de varios contratos de trabajo sucesivos, así como por las otras

manifestaciones de dicha estabilidad como son el goce periódico de sus vacaciones, de las

evaluaciones a las que se la sometió y de las cuales obtuvo los puntajes idóneos, así como de las

calificaciones de su desempeño laboral dentro de la entidad accionada, notándose que para dar

por terminada la relación laboral existente con dicha funcionaría debía cumplirse con la

instauración en contra de la trabajadora de un sumario administrativo, conforme lo requiere la

Ley Orgánica de Servicio Público; por lo tanto se advierte que se ha vulnerado la garantía

constitucional del debido proceso contenida en el Art. 76 de la Constitución de la República y no

se puede determinar que se haya dado cumplimiento al mismo, notándose igualmente que la

resolución impugnada carece de la motivación requerida por el literal 1) del Art. 76 de la
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Constitución de la República. QUINTO: Es importante destacar que la decisión unilateral de las

autoridades que gobiernan o dirigen las instituciones del sector público, cesando sin fundamento

legal alguno ni trámite administrativo pertinente a los servidores que en forma continuada e

ininterrumpida vienen laborando por másde tres años en las diferentes dependencias del Estado,

sean autónomas o no, constituye un abuso del derecho y un atentado a las garantías

fundamentales contempladas en los Arts. 33 y 76 de la Constitución de la República. De ahí que

tratándose de las instituciones públicas, la Sala considera que si la LOSCCA y su Reglamento

que estuvieronvigentes en la mayor parte del tiempo de la relación laboral, fijaron que el término

de prueba es de seis meses, luego de lo cual se evaluará al personal para establecer la pertinencia

de concederle nombramiento permanente; el hecho de que se siga sosteniendo nexo jurídico con j

tales servidores públicos mediante nombramientos provisionales o contratos sucesivos por varios

años, es la prueba de que han demostrado eficiencia y capacidad en el desempeño de sus puestos,

como se ha probado además en esta causa, por lo cual no cabe pensarse siquiera que se pretenda

someterlos a concurso de merecimiento y oposición cuando tienen un derecho adquirido a través

de sus años de servicio. SEXTO: Conforme lo manifiesta el Art. 226 de la Constitución, "Las

instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o los servidores

públicos y las personas que actúan en virtud de su potestad estatal ejercerán solamente las

competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la Ley". En tal sentido,

los funcionarios y empleados públicos tienen el deber de observar el cumplimiento estricto de las

normas jurídicas vigentes, ya que ello implica el generar la confianza en los ciudadanos de que

estamos en un Estado Constitucional de Derechos y Justicia; de tal manera que, cuando las

decisiones de autoridades públicas rebasan dicha esfera contravienen la seguridad jurídica

descrita en el Art. 82 de nuestra Carta Magna y que dice: "El derecho a la seguridad jurídica se

fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas,

claras, públicas y aplicadas por las autoridades/ correspondientes". SÉPTIMO: La Corte
Constitucional, en la sentencia No. 009-09-SIS-Cc/del 29 de septiembre del 2009, en el caso No.
0013-09-IS, señala: " b) La protección al derecho al trabajo y la estabilidad que contiene la

sentencia, a través de la incorporación de los demandantes a su puesto de labor para el

cumplimiento de funciones desempeñadas desde el inicio de su vinculación a la Universidad

Técnica de Máchala, debe realizarse mediante el otorgamiento de los respectivos

/nombramientos, mecanismo que no se encuentra prohibido, por el contrario, constituye una de

s formas en que el servidor público se vincula a las entidades estatales...", luego expresa que

"En relación a los empleados públicos la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa y de

Unificación y homologación de las Remuneraciones del Sector Público, en el capítulo III, del



Título II establece dos tipos de instrumentos, mediante los cuales se vinculan los ciudadanos al

servicio público: Los nombramientos y los contratos ocasionales, especificando detalladamente

cada uno de ellos y las clases de nombramientos existentes; por tanto, es válida la vía de

reincorporación de los demandantes, ya que siendo también posible la vinculación mediante

contrato ocasional, pues es precisamente la práctica de la Universidad consistente en renovar

ilegalmente los contratos, la que ha determinado que se conceda protección a los demandantes",

agregando además en el literal c) del aludido fallo que "En cuanto a la concordancia entre los

medios escogidos y el fin propuesto, es preciso señalar que, para el efecto, no existe otro medio

idóneo, ya que reincorporar a los trabajadores mediante la suscripción de un nuevo contrato de

servicios ocasionales es mantener la misma práctica ilegal ... Los trabajadores, de una manera

que fue determinada por ellos, fueron vinculados al servicio público, pero esa situación anómala

provocada por la universidad no puede beneficiarse esa entidad educativa para deslindar

responsabilidades y desentenderse de la suerte de sus trabajadores mediante la suscripción de

contratos de esta naturaleza" y finalmente señala que "Es verdad que el artículo 228 de la

Constitución determina el ingreso al sector público mediante concurso de merecimiento y

oposición, determinación que, como se señaló anteriormente, constituye un derecho de los

ciudadanos a obtener un cargo público por sus méritos; sin embargo, en el caso del análisis, los

accionantes han demostrado suficiente mérito para desempeñar funciones en la Universidad

Técnica de Máchala, cuando han sido permanentemente contratados para desempeñar funciones

en la misma; de no haber sido así, tras la terminación de su primer contrato, éste no habría sido

renovado", en base de lo cual el Pleno de la Corte Constitucional resolvió disponer que se

"otorgue los nombramientos correspondientes a los accionantes". Precedente constitucional que

la Sala lo acoge para este pronunciamiento, en virtud de lo dispuesto en el numeral 3 del Art. 2

de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. OCTAVO: Por lo

expresado, la Sala considera que en este proceso se ha demostrado la vulneración del derecho

constitucional de la accionante al trabajo al separársela de sus funciones ya que la misma ha

venido laborando por más de tres años consecutivos bajo modalidades de servicios ocasionales

distorsionando la realidad de la existencia de una relación de dependencia laboral de carácter - -

estable, significando un acto discriminatorio de derechos constitucionales de la recurrente

poniéndola en un estado de desigualdad. En consecuencia de lo anterior, se aprecia que el acto " -.

impugnado vulnera el derecho constitucional de la actora, violando los números 4 y 5 del Art. 11

de la Constitución de la República y los Art 33, 76 numeral 7, 169, 327 y 328 ibídem, por lo que

carece de validez. Por lo expuesto, al amparo de lo normado en el numeral 1 del Art 40 de la Ley

Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, la Primera Sala de lo Laboral, f~
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Niñez y Adolescencia de la Corte Provincial de justicia del Guayas, ADMINISTRANDO

JUSTICIA, EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR, Y POR

AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA REPÚBLICA, en los

términos de este pronunciamiento judicial, REVOCA la resolución recurrida, declara con

lugar la demanda y se dispone dejar sin efecto el acto administrativo impugnado así como

ordena el reintegro de la accionante a la función que venía ejerciendo, garantizándole de esta

manera su permanencia y estabilidad en el Parque Nacional Galápagos, para lo cual el Director

de dicha entidad, como destinatario de la presente decisiónjudicial, en el plazo improrrogable de

treinta días a partir de la notificación de esta sentencia emitirá la correspondiente acción de

personal, otorgándole el nombramiento a la accionante KARINA BELÉN RODRÍGUEZ

CEDEÑO ¿ su calidad de Funcionaría del PARQUE NACIONAL GALÁPAGOS.
Ejecutoriada esta resolución, la actuaría del despacho envíe copia de la misma a~k Corte

Constitucional en cumplimiento de lo prescrito en^el numeral^del Art/86 de la Constitución,

la República. Léase en público.

VOTO SALVADO DEL DR. FRANCISCO MORALES GARCÉS
ACCIÓN DE PROTECCIÓN No. 1323-2011-R
Guayaquil, 26 de diciembre del 2011; las 14hl3.-

Por cuanto en esta fecha ha sido puesto al despacho este proceso, se lo provee de la siguiente

manera: VISTOS: De la resolución dictada por el Juez Temporal Segundo de Garantías Penales

de Galápagos, Ab. Clemente Vera Salvatierra, constante a fs. 14 del cuaderno de la instancia

precedente, en la que inadmite la Acción de Protección propuesta por KARINA BELÉN

RODRÍGUEZ CEDEÑO en contra del PARQUE NACIONAL GALÁPAGOS, apela la
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recurrente y concedido el recurso, sube la causa en grado. Realizado el sorteo pertinente

correspondió su conocimiento a esta Primera Sala de lo Laboral, Niñez y Adolescencia de la

Corte Provincial de Justicia del Guayas y siendo su estado el de resolver, para hacerlo se

considera: PRIMERO: La Sala es competente en mérito a la razón de sorteo que obra a fs. 2 de

los autos. No se advierte omisión de solemnidad sustancial alguna que lo vicie de nulidad, por lo

que se lo declara válido. SEGUNDO: La recurrente en su libelo inicial impugna el Memorando

06406-2011-PNG/DIR suscrito por el Director del Parque Nacional Galápagos, Biólogo Edwin

Iván Naula Gómez y el Memorando 06416-2011-PNG-ARH, Responsable de Administración de

Recursos Humanos, Nelson Efraín Mediavilla Meló, mediante los cuales se da por terminado el

contrato de trabajo, manifestando las condiciones y circunstancias propias de su relación laboral

con la entidad accionada así como la forma de terminación de la misma, acompañando copia

certificada del contrato de servicios ocasionales celebrado. TERCERO: La Constitución en

vigencia establece una nueva categoría de derechos que son los llamados derechos de protección,

y que la Acción de Protección se plantea cuando no existen o se han agotado las acciones legales

y/o judiciales que están previstas en la Ley o cuando el gravamen que se está irrogando o se va a

irrogar es de tal naturaleza que la acción debe tener inmediatez a fin de evitar el perjuicio que va

a irrogar ese acto administrativo. De conformidad con lo prescrito en el art. 88 de nuestra Carta

Magna, la Acción de Protección tendrá por objeto el amparo directo y eficaz de los derechos

reconocidos en la Constitución y podrá interponerse cuando exista una vulneración de derechos

Constitucionales por actos y omisiones públicas no judiciales; contra políticas públicas cuando

supongan la privación del goce o ejercicio de los derechos Constitucionales y cuando la violación

proceda de una persona particular si presta servicios públicos impropios, si actúa por delegación

o concesión o si la persona afectada se encuentra en estado de subordinación, indefensión o

discriminación, lo cual a criterio de este Tribunal implica que el proponente de la Acción de

Protección debe justificar la existencia de la vulneración del derecho constitucional protegido y

en este caso particular, la existencia del acto u omisión de la autoridad o pública no judicial que

vulnera el referido derecho cuya protección reclama. CUARTO: Del estudio de las actuaciones

procesales habidas en esta causa se advierte que la aspiración de la recurrente al deducir su - -

demanda es que el Juez Constitucional se pronuncie sobre una reclamación de índole laboral

producto de la existencia de un vínculo contractual mantenido con el Parque Nacional " -.

Galápagos, lo cual es de competencia privativa de los Jueces Laborales o del Tribunal

Contencioso Administrativo conforme a lo determinado en el art. 173 de la Constitución en

vigencia y arts. 31 y 217 numeral 3 del Código Orgánico de la Función Judicial y el recurrirse a

esta víaConstitucional seestá incumpliendo conlo normado en elnumeral 3 delart. 42 de la Ley . {*
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Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, que taxativamente prescribe

que la Acción de Protección no procede cuando en la demanda exclusivamente se impugna la

constitucionalidad o legalidad del acto u omisión que no conllevan la violación de derechos. Por

las consideraciones procedentes, al no advertir vulneración de derecho constitucional alguna de

la recurrente, sin que se haya determinado que se la ha colocado en estado de indefensión de

ninguna naturaleza, esta Primera Sala de lo Laboral, Niñez y Adolescencia de la Corte Provincial

de Justicia del Guayas, confirma el auto irnpugnado en que se inadmite la Acción Constitucional
de ProteccióniateHtada. Notifíc

Certifico que inmediatamente después de dictada la sentencia que antecede se da
cumplimiento a lo dispuesto en el Art. 277 del Código de Procedimiento Civil.-
Guayaquil, 26 de diciembre deL

En Guayaquil, lunes nueve de enero del dos mil doce, a partir de las quince horas y
cuarenta y cinco minutos, mediante boletas judiciales notifiqué la relación, la sentencia
y el VOTO SALVADO que antecede a: RODRÍGUEZ CEDEÑO KARINA BELÉN
en la casilla No. 3979. DIRECTOR DELPARQUE NACIONAL GALÁPAGOS,
BIOL. EDWIN NAULA GÓMEZ en la casilla No. 440; PROCURADURÍA
GENERAL DEL ESTADO en la casilla No. 3002. Certifico:

Ab. Martha Troya Niza
SECRETARIO RELATOR
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